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PRESENTACIÓN

			La importancia de la propiedad intelectual en la actualidad es incuestionable, hasta el punto de que hoy en día las empresas más cotizadas están en relación directa con la llamada industria cultural y del entretenimiento, desplazando a los tradicionales focos de riqueza que han dominado la economía en los últimos siglos.

			A su vez Internet ha posibilitado el uso generalizado y global de aplicaciones móviles, redes sociales y acceso a contenidos, donde cualquier ciudadano, aunque no sea consciente de ello, puede reunir el carácter de autor, artista o productor, con consecuencias jurídicas y económicas directas, posibilitando, por ejemplo, que un youtuber o un influencer sean unas de las actividades más remuneradas del momento. Todo ello es propiedad intelectual.

			Hasta ahora esta realidad no ha significado una implantación generalizada de la asignatura de propiedad intelectual en los estudios universitarios, ni siquiera en carreras como Derecho. En otras ocasiones se incluye en programas junto con la propiedad industrial o la competencia desleal, difuminando su transcendencia como materia independiente.

			Sin embargo, poco a poco, las universidades más avanzadas de España, siguiendo el camino marcado por los más prestigiosos centros a nivel internacional, incluyen dentro de sus planes de estudios a la propiedad intelectual no solo como asignatura optativa sino con un carácter obligatorio.

			Este manual viene a cubrir la falta de manuales creados específicamente para estudios de grado, ofreciendo a los estudiantes y a los profesores herramientas eficaces que les permitan obtener unos conocimientos que sin duda les serán de gran utilidad en su vida profesional.

			El manual ha sido escrito de una manera concisa y práctica, con útiles esquemas, preguntas de autoevaluación o un glosario español-inglés y con unos contenidos y estructura adaptada al modo de adquirir conocimientos de los estudiantes de grado.

			Se contemplan los requisitos objetivos para que una obra sea objeto de propiedad intelectual, los derechos morales y patrimoniales que otorgan a los autores, la trasmisión de los mismos para su comercialización, los derechos afines y conexos y los sistemas de protección de las obras y sus vulneraciones.

			Se ha otorgado especial importancia al mundo del libro, de la música y al audiovisual, aportando ejemplos y estudiando situaciones completamente actuales en el año 2020, como el impacto de las obras subidas a redes sociales, los portales de streaming, aplicaciones móviles, etc., sin olvidar los sistemas tradicionales de explotación de las obras como el contrato de edición en forma de libro, los contratos publicitarios, los derechos de los periodistas o de autores de obras plásticas.

		

	
		
			LECCIÓN 1

			
INTRODUCCIÓN A LA PROPIEDAD INTELECTUAL

			SUMARIO: 1.1. CONCEPTO. DELIMITACIÓN Y NATURALEZA JURÍDICA.—1.2. REGULACIÓN.—1.3. PROPIEDAD INTELECTUAL Y PROPIEDAD INDUSTRIAL.

			
1.1. CONCEPTO. DELIMITACIÓN Y NATURALEZA JURÍDICA

			Concepto. Denominamos propiedad intelectual a aquella propiedad especial que recae sobre las creaciones originales literarias, artísticas o científicas.

			Delimitación. Al definir la propiedad intelectual tenemos que efectuar alguna aclaración terminológica, con el objeto de deslindar conceptos que se utilizarán de manera habitual a lo largo del estudio de esta asignatura.

			Llamamos derecho de autor a aquel derecho que tiene un autor sobre las obras literarias, artísticas y científicas originales fruto de su creación y que le otorga una serie de derechos de carácter moral y patrimonial.

			Esta definición hace referencia únicamente a los autores; sin embargo, en el mundo de la propiedad intelectual coexisten otras figuras (artistas, actores, productores...) que en muchos casos son necesarias para acceder a las obras y que también son sujetos de derechos, por lo que entra en juego la definición de propiedad intelectual.

			Propiedad intelectual en sentido amplio sería aquella rama del derecho que estudia los derechos de autor y aquellos otros derechos de carácter similar a los de autor y denominados derechos afines, vecinos o conexos, entre los que se incluyen los de los artistas, intérpretes o ejecutantes, productores de fonogramas y grabaciones audiovisuales, las entidades de radiodifusión, los realizadores de meras fotografías, los divulgadores y editores de determinadas producciones editoriales y los fabricantes de bases de datos.

			También es muy común la utilización de la palabra copyright, aunque en este caso tengamos que diferenciar los dos usos de la misma.

			En primer lugar, copyright hace referencia al sistema de regulación de los derechos de propiedad intelectual en los países anglosajones, principalmente en Estados Unidos, que se basa en un criterio predominantemente económico contractual de las obras. Este sistema no es de aplicación en España ni en la mayor parte de los países europeos y americanos. Por ello ha de quedar claro que en España no hay una ley del copyright.

			Por otro lado, nos encontramos con el símbolo ©, que también significa copyright pero que sirve, bajo cualquier legislación, para identificar al titular o cesionario exclusivo de un derecho de explotación sobre una obra o producción. El símbolo es perfectamente aplicable en España y es expresamente reconocido en nuestra Ley de Propiedad Intelectual1.

			En algunos países se emplea más el concepto de derechos de autor, en otros se utiliza la expresión propiedad intelectual. Normalmente siempre se refieren al sentido amplio de la propiedad intelectual.

			Por último, hay que señalar que el término «propiedad intelectual» también sirve de un modo genérico en determinados países y organismos internacionales para englobar tanto a la propiedad intelectual propiamente dicha como a la llamada propiedad industrial y la competencia desleal. No obstante, en España ocupan una regulación claramente diferenciada.

			Naturaleza jurídica. La propiedad intelectual es un auténtico derecho de propiedad. Sin embargo, ya el Código Civil de 1889 la catalogaba en sus artículos 428 y 429 como una propiedad «especial», remitiéndose a una Ley específica que la desarrollaba (en este caso la pretérita Ley de Propiedad Intelectual de 1879).

			La naturaleza especial de este tipo de propiedad la diferencia de la propiedad ordinaria en los siguientes importantes aspectos:

			a) Recaer sobre bienes inmateriales, excepto las obras plásticas.

			b) Incluir derechos morales además de los meramente patrimoniales.

			c) Tener un plazo de duración limitado en el tiempo, transcurrido el cual la obra entra en dominio público.

			d) Prohibición de transmisión total de todos los derechos (pues los derechos morales no se pueden transmitir en vida y los derechos patrimoniales solo se ceden mediante licencias de uso más o menos duraderas).

			e) Existencia de límites a los derechos exclusivos.

			f) Confluencia de unos derechos afines o conexos que no pertenecen a los autores, como los derechos de productores, artistas o entidades de radiodifusión.

			
1.2. REGULACIÓN

			Antecedentes históricos. El primer cuerpo legal moderno en España que regula los derechos de autor fue la llamada Ley de Propiedad Literaria de 10 de junio de 1847. La Ley definía como propiedad literaria al «derecho exclusivo que compete a los autores de escritos originales para reproducirlos o autorizar su reproducción por medio de copias manuscritas, impresas, litografiadas, o por cualquier otro semejante».

			El derecho tenía una duración durante toda la vida del autor y se transmitía a sus herederos legítimos o testamentarios por el término de cincuenta años.

			Para que el autor gozara de los beneficios de la Ley era necesario haber depositado un ejemplar de la obra en la Biblioteca Nacional y otro en el Ministerio de Instrucción Pública.

			La Ley de 1847 se derogó por la Ley de Propiedad Intelectual de 10 de enero de 1879, acompañada del Reglamento (aún vigente en gran parte) de 1880.

			Esta Ley fue calificada por la doctrina como de un gran valor y perfección técnica. Buena muestra de ello es su vigencia por más de cien años, hasta la Ley de 1987. Una de las claves de su longevidad era el carácter abierto en las obras objeto de protección. La Ley hablaba de «obras literarias, científicas y artísticas que puedan darse por cualquier medio», lo que permitía la progresiva inclusión de invenciones como los fonogramas, la televisión o las obras cinematográficas.

			Otra de sus características fue el período excepcionalmente largo de protección de los derechos, que alcanzaba hasta los ochenta años desde el fallecimiento del autor.

			La Ley no recogía el derecho moral de autor y, al igual que sucedía anteriormente, para gozar de sus beneficios era necesario haber inscrito las obras, pero ya no en la Biblioteca Nacional y el Ministerio de Instrucción Pública, sino en el Registro de la Propiedad Intelectual.

			Durante todo el siglo XX se fueron incorporando disposiciones que complementaban la Ley de 1879, sobre todo en lo referente a innovaciones tecnológicas; así está la Orden de 10 de junio de 1942 por la que se concede a la obra fonográfica la consideración de obra protegida, o la Ley 17/1966, de 31 de mayo, sobre derechos de propiedad intelectual en las obras cinematográficas.

			La incorporación de España a la Comunidad Económica Europea fue el hecho determinante para que se promulgara una nueva y esperada Ley de Propiedad Intelectual. Así en 1987 se aprobó la Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de Propiedad Intelectual con el objeto de establecer un cuerpo legal moderno y unitario que recogiese todas las novedades que se habían producido desde la promulgación de la centenaria Ley anterior.

			Las características de esta Ley, antecedente inmediato de la actualmente vigente, y cuyo espíritu legal sigue en la actualidad, eran las siguientes:

			a) La propiedad intelectual correspondía al autor por el solo hecho de su creación, sin ser necesaria ningún tipo de inscripción o depósito.

			b) Principio de interpretación restrictiva de los derechos cedidos.

			c) Introducción de obras tecnológicas y nuevas clases de obras, como los programas de ordenador.

			d) Establece el marco jurídico de la gestión colectiva de derechos.

			e) Duración de los derechos de explotación sesenta años después de la muerte del autor.

			f) Liberaliza el establecimiento de entidades de gestión, derogando el monopolio de la SGAE.

			g) Recoge el derecho moral del autor.

			Desde principios de la década de los noventa el vertiginoso desarrollo de las nuevas tecnologías (mundo digital, Internet…) supuso que, fundamentalmente por parte de los organismos de la Unión Europea, a la que pertenece España, se dictaran diferentes Directivas comunitarias.

			Regulación actual. La Ley actualmente aplicable en España es el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual regularizando, aclarando y armonizando las disposiciones legales vigentes sobre la materia (de ahora en adelante LPI).

			La vigente Ley se divide en cuatro libros. El primero (arts. 1 a 104) se refiere a los derechos de autor propiamente dichos, delimitando su ámbito subjetivo y objetivo, así como la transmisión de los derechos y el paso a dominio público de la obra.

			El libro segundo (arts. 105 a 137) analiza los llamados derechos afines o conexos, entre los que se encuentran los de los artistas, intérpretes y ejecutantes, los productores de fonogramas y obras audiovisuales, entidades de radiodifusión, las meras fotografías, determinadas producciones editoriales y el llamado derecho sui generis sobre bases de datos.

			El libro tercero (arts. 138 a 198) desarrolla la protección de los derechos reconocidos en la Ley, el registro de los mismos, las acciones contra su vulneración y contiene la regulación de las llamadas entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual (las conocidas SGAE, VEGAP, CEDRO…).

			Por último, el libro cuarto (arts. 199 a 203) regula el ámbito de aplicación de la Ley fundamentalmente en materia internacional.

			Hay cuatro disposiciones adicionales, diecinueve transitorias referidas a la aplicación de la Ley en relación con la legislación anterior, una derogatoria y una final.

			La vigente Ley, al igual que sucedió con la de 1987, sufre continuas modificaciones principalmente como consecuencia de la inclusión al derecho interno de la legislación de la Unión Europea. La última gran modificación de la Ley se produjo en el año 2019.

			Tanto la derogada Ley de 1987 como la actual autorizaban al Gobierno a desarrollar la Ley por vía reglamentaria. Hasta el momento no se ha hecho, creando una situación muy particular, ya que la antigua Ley de 1879 sí que se desarrolló reglamentariamente mediante el Reglamento de 18802 y este texto legal (que como es lógico se refiere a una Ley derogada) sigue en vigor en gran parte, conteniendo preceptos de gran importancia que, al no estar recogidos en la Ley actual, siguen siendo de aplicación, tales como el llamado «derecho de inserción» de las obras de los autores en publicaciones periódicas o las obras dramáticas y musicales.

			Se produce así la curiosidad de que el Reglamento de desarrollo de una Ley es 116 años más antiguo que la propia Ley.

			Regulación internacional. Se suele decir con toda razón que la propiedad intelectual es una de las ramas del derecho más internacionalizadas. El simple hecho de subir una obra a YouTube implica una divulgación a nivel mundial, y también son muy frecuentes las cesiones de derechos y en uso de obras entre personas de distintos países (por ejemplo, un músico argentino interviene en la grabación de una canción compuesta por un autor español y la grabación se efectúa en Londres por parte de una discográfica norteamericana).

			A nivel internacional existen varios tratados y convenios internacionales que intentan coordinar unos derechos tan globalizados.

			El principal texto es el Convenio de Berna, de 9 de septiembre de 1886, para la protección de las obras literarias y artísticas, que ha sido suscrito por la mayor parte de los países del mundo, y que propugna que las obras originarias de uno de los Estados contratantes (es decir, las obras cuyo autor es nacional de ese Estado o que se publicaron por primera vez en él) deberán ser objeto, en todos y cada uno de los demás Estados contratantes, de la misma protección que conceden a las obras de sus propios nacionales. Es el llamado «principio del trato nacional».

			Además este Convenio otorga una protección mínima, a aquellos países que lo hayan suscrito, de cincuenta años desde el fallecimiento del autor.

			Otros tratados son el Convenio de Ginebra para la protección de los productores de fonogramas contra la reproducción no autorizada de sus fonogramas, de 29 de octubre de 1971; la Convención de Roma de 26 de octubre de 1961 sobre la protección de los artistas, intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión; el Tratado OMPI sobre el Derecho de Autor de 20 de diciembre de 1996; el Tratado OMPI sobre interpretación y ejecución de fonogramas de 20 de diciembre de 1996; el Tratado de Beijing sobre Interpretaciones y Ejecuciones Audiovisuales, adoptado el 24 de junio de 2012 o el Tratado de Marrakech, de 27 de junio de 2013, para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual, o con otras dificultades para acceder al texto impreso.

			Por su parte la Organización Mundial del Comercio aprobó el Acuerdo sobre los aspectos de los derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio (ADPIC)3 de 1994, que tiene como base el principio de no discriminación entre nacionales y extranjeros, y el principio de nación más favorecida, que impide los acuerdos bilaterales por los que un país favorezca a otro.

			Además respecto a los países miembros de la Unión Europea se intenta establecer una regulación homogénea en determinadas materias, entre las que se encuentra la propiedad intelectual, ya que la propiedad literaria y artística puede afectar a los intercambios de bienes y servicios, así como a las relaciones de competencia en el interior de la Unión.

			Normalmente las normas comunitarias adoptan el nombre de Directivas y una vez aprobadas ha de hacerse su transposición a la legislación interna de los diferentes Estados. Por ello, en la práctica, una norma comunitaria aprobada en Europa, pero sin una transposición a la legislación nacional, simplemente servirá para adelantarnos cuál será el futuro de las leyes españolas afectadas por esa Directiva. Una vez que la Directiva forma parte del ordenamiento nacional, la única validez que tendrá la norma comunitaria será a los efectos de interpretación de la norma española, y solo si somos parte de un segmento que se verá afectado por la modificación legal (como, por ejemplo, entidades de gestión, bibliotecas, etc.) tendremos que hacer un seguimiento a efectos de prepararnos para el cambio.

			
1.3. PROPIEDAD INTELECTUAL Y PROPIEDAD INDUSTRIAL

			Compatibilidad. La LPI, en su artículo 3 señala que los derechos de autor son independientes, compatibles y acumulables con los derechos de propiedad industrial que puedan existir sobre la obra. Además en el caso del software (programas de ordenador), si este forma parte de una patente o modelo de utilidad gozará también de la protección de la propiedad industrial (art. 96.3).

			Pese a esa compatibilidad no hay que confundir la propiedad intelectual con la propiedad industrial. Esta es otra propiedad también de carácter especial, que como sucede con la intelectual forma parte de las creaciones humanas. Comparte muchas cosas con la propiedad intelectual, como el carácter marcadamente internacional o la duración temporal de sus derechos; sin embargo, hay diferencias evidentes entre las que se encuentra su necesaria explotación económica, único objetivo de su existencia, es decir se trata de una propiedad creada para ser utilizada de un modo comercial, a diferencia de la propiedad intelectual que puede ser creada para un uso comercial pero también para divertimento o materialización de una iniciativa meramente creadora de su autor.

			Sus formas más conocidas son los signos distintivos (marcas y nombres comerciales), las patentes (patentes de invención, modelos de utilidad; certificados complementarios de protección de medicamentos y productos fitosanitarios)4, el diseño industrial o los secretos empresariales.

			A diferencia de la propiedad intelectual, su regulación no es unitaria, existiendo diferentes disposiciones legales dependiendo del objeto de la propiedad.

			La marca. La propiedad industrial que más afecta al contenido de este curso es la marca, que recae sobre la capacidad distintiva entre dos productos similares, como puede ser un sello editorial, grupo musical, empresa o productos de la misma (para entendernos, que un automóvil sea de la marca Volvo o Fiat).

			Se encuentra regulada por la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas, que define a las marcas como todos los signos, especialmente palabras incluidos los nombres de personas, los dibujos, las letras, las cifras, los colores, la forma del producto o de su embalaje, o los sonidos, a condición de que tales signos sean apropiados para distinguir los productos o los servicios de una empresa de los de otras empresas y ser representados en el Registro de Marcas de tal manera que permita a las autoridades competentes y al público en general determinar el objeto claro y preciso de la protección otorgada a su titular.

			El derecho de propiedad sobre la marca se adquiere por el registro válidamente efectuado, dura diez años contados desde la solicitud pudiendo renovarse por períodos sucesivos de diez años.

			Su titular tendrá el derecho exclusivo a utilizarla en el tráfico económico pudiendo prohibir que terceros, sin su consentimiento, utilicen cualquier signo idéntico a la marca para productos o servicios idénticos a aquellos para los que la marca esté registrada o que implique un riesgo de confusión del público. Esta prohibición alcanza incluso al nombre de las sociedades mercantiles, que no podrá coincidir con el de marcas registradas.

			Conexión de marcas y propiedad intelectual. La marca es compatible con la propiedad intelectual dando lugar a explotaciones conjuntas.

			El ejemplo más importante lo encontramos en el mundo audiovisual a través del llamado product placement que se produce cuando se incluyen productos protegidos por una marca en otra obra sujeta a propiedad intelectual de modo que quien ve, por ejemplo, una serie de televisión o una película cinematográfica puede observar cómo aparece una marca de vehículos, una bebida conocida o el teléfono móvil de moda. Como es lógico las empresas titulares de las marcas abonan importantes sumas de dinero a las productoras audiovisuales para que las marcas aparezcan en sus películas o series de manera más o menos «subliminal», constituyendo en la actualidad una de las mayores fuentes de financiación para los productores.

			En algunos casos es una obra de propiedad intelectual la que crea una marca ficticia que luego se puede materializar en la marca de un producto real (por ejemplo, la cerveza Duff), es lo que se denomina el reverse product placement.

			Pero también una obra de propiedad intelectual puede convertirse en una marca para su explotación a través del merchandising, como pueden ser los personajes de series de animación o películas cinematográficas que terminarán vendiéndose en tiendas de Disney, Harry Potter o Star Wars. Titulares de la marca de personajes como Bob Esponja o Dora la Exploradora generan más ingresos por el merchandising que por la propia venta de las series televisivas.

			Como es lógico, para que una serie de televisión, pongamos el ejemplo de la serie de Netflix Stranger Things, pueda vender las abundantes sudaderas con sus nombres y logos, estos nombre y logos han tenido que ser registrados como marcas.

			En el mundo de la música el nombre de un grupo o de un artista se suele registrar como marca (por ejemplo, Metallica) y su venta en conciertos, tiendas físicas o por Internet permitirá a esos artistas generar suculentos beneficios por estas ventas y de paso publicitarse gratuitamente en la persona que lleva esa camiseta por la calle.

			En estos últimos casos en el producto encontraremos el símbolo de protección de la propiedad intelectual © intelectual y los correspondientes a la propiedad industrial de la marca ® o ™.

			Por todo ello quienes utilizan la propiedad intelectual de modo profesional siempre tendrán que conocer y usar la propiedad industrial.

			Colisión entre propiedad intelectual y propiedad industrial. La coexistencia de ambas propiedades puede dar lugar a que se produzcan problemas entre ambas, bien por una simple casualidad o por mala fe (por ejemplo, que alguien utilice como marca «Los Simpson» para un producto propio). En estos casos, ¿existe primacía de una sobre otra? Lo lógico sería pensar que tuviera preferencia el que primero ha creado la obra; sin embargo, la propiedad intelectual y la industrial juegan, por así decirlo, en ligas distintas y con reglas diferentes. Mientras el derecho de autor nace por su mera creación, sin necesidad de registro alguno, la propiedad industrial necesita ser registrada, por lo que el autor de la propiedad intelectual siempre podrá decir que su creación era anterior y nació sin necesidad de registrarla. Otra cosa será probarlo.

			Como el asunto es demasiado complicado, siempre tendremos que ir caso por caso, pero cuando hay empate se ha interpretado5 que el derecho de autor tiene una cierta prioridad sobre la propiedad industrial. Un ejemplo lo tenemos en la propia Ley de Marcas, al señalar en su artículo 9 que no podrán registrarse sin la debida autorización los signos que reproduzcan, imiten o transformen creaciones protegidas por un derecho de autor.

			
				
					1 El artículo 146 de la Ley de Propiedad Intelectual señala que el titular o cesionario en exclusiva de un derecho de explotación sobre una obra o producción protegida por esta Ley podrá anteponer a su nombre el símbolo © con precisión del año y lugar de la divulgación de aquéllas.

				

				
					2 Real Decreto de 3 de septiembre de 1880 por el que se aprueba el Reglamento para la ejecución de la Ley de 10 de enero de 1879 de Propiedad Intelectual.

				

				
					3 http://www.wto.org/spanish/docs_s/legal_s/27-trips.pdf.

				

				
					4 Que recaen sobre novedades inventivas absolutas o relativas y/o sobre ventajas técnicas sobre lo ya existente.

				

				
					5 Por ejemplo, STS de 19 de abril de 2007 o SAP de Navarra de 28 de marzo de 2014.

				

			

		

	
		
			LECCIÓN 2

			
EL DERECHO DE AUTOR

			SUMARIO: 2.1. NACIMIENTO.—2.2. SUJETOS.—2.3. CUANDO HAY VARIOS AUTORES.—2.4. OBJETO.—2.5. OBRAS COMPUESTAS Y DERIVADAS.—2.6. EXCLUSIONES LEGALES.

			
2.1. NACIMIENTO

			Todo tipo de derecho tiene un proceso similar. Nacen por ley o por convenio entre las partes, tienen una vida y finalmente se extinguen.

			Algunos derechos, como los de la personalidad, tienen una fecha clara de inicio (el nacimiento de la persona) y otra de finalización (su muerte). Otros, como la propiedad, se pueden adquirir por un contrato de compraventa sobre un objeto y pueden finalizar por su venta posterior, porque aquel se destruye, etc.

			Sin embargo, cuando estamos hablando de propiedad intelectual nos encontramos ante derechos sobre un bien inmaterial que, además, es de carácter temporal, es decir que tiene fecha límite de vigencia dependiendo de ciertos factores, entre los que se incluyen la fecha de nacimiento de la obra o la de su divulgación.

			De ahí la importancia de fijar el momento exacto del nacimiento teniendo unos reales efectos prácticos. Por ejemplo, ante dos autores que reclaman la paternidad de una misma obra tendremos que fijar unos parámetros y articular una serie de pruebas que nos ayuden a resolver la situación.

			Además hay que tener en cuenta que ciertas personas que no son autores propiamente dichos pueden tener derechos sobre la obra, siendo el punto de partida de inicio para la duración de los derechos el momento en el que nace la obra, como sucede, por ejemplo, con el realizador de una mera fotografía o el productor de una película cinematográfica. De ahí la importancia que tiene establecer de una manera concreta cuándo ha nacido la obra.

			Dentro de los sistemas legales que regulan la propiedad intelectual, existen dos tendencias relativas al momento del nacimiento de la obra y, por tanto, de la posibilidad de defenderla y negociar con ella. En algunos países el nacimiento se produce, y consecuentemente se activan de manera automática todos los derechos, por su mera creación, sin ningún otro requisito de tipo formal.

			En otros no es suficiente con la mera creación de la obra, sino que se necesita algo más, que normalmente consiste en el registro o depósito de la obra en alguna entidad, por lo general pública.

			La Ley española se decanta por la primera opción y así el artículo 1 de la LPI señala que la propiedad intelectual de una obra literaria, artística o científica corresponde al autor por el solo hecho de su creación1, y eso le otorga todas las facultades inherentes a su existencia.

			Sin embargo, eso no fue siempre así. Bajo la Ley de Propiedad Intelectual de 1879 (que como sabemos estuvo vigente hasta 1987), para gozar de los beneficios de la Ley era necesario el registro de la obra en el Registro de la Propiedad Intelectual. No significaba realmente que la obra no existiera, sino simplemente que la falta de registro podía dar lugar a que la obra entrara en dominio público provisional o definitivo y que, por lo tanto, cualquiera pudiera utilizarla sin pedir permiso ni satisfacer remuneración alguna al autor.

			Según RODRÍGUEZ TAPIA2, crear una obra consiste en «plasmar en una forma exterior una obra original, en parte o en todo, perceptible por los sentidos».

			Ahora bien, ¿cuándo podemos afirmar que la obra ha sido creada? Esto plantea dudas respecto a aquellas obras que aún no han sido terminadas, pues es muy común que los autores, por falta de tiempo o por cualquier otro motivo no finalicen una creación y, a la fecha de su fallecimiento, los herederos se encuentren con una gran cantidad de escritos que corresponden a distintos períodos de la vida del autor, planteándoseles el problema de qué hacer con ellos, como sucedió, por ejemplo, con las posibles obras inacabadas de Stieg Larsson o de Tolkien.

			En otras ocasiones la creación de la obra, por su complejidad, volumen o necesidad de financiación externa, dura un período de tiempo largo, y son habituales los miedos de los autores por si alguien les «pisa» la idea, apropiándose de la misma y adelantándoseles en su divulgación. Es habitual en el mundo de la música que terceros, que por cualquier motivo han accedido a demos o maquetas se aprovechen de las circunstancias en beneficio propio, para gran enfado de los músicos y sus productores.

			Dos son las opciones a seguir para fijar el momento de nacimiento. La primera posibilidad significa pensar que la obra no nace hasta que se ha terminado y ya disponemos de la versión definitiva.

			Una segunda opción, más común, acepta el nacimiento de la obra aunque esta no hubiera sido terminada. Ello es por pura lógica, y además sería corroborado por la interpretación de la Ley de Propiedad Intelectual a sensu contrario que solo menciona expresamente el requisito de la versión definitiva3 para las obras audiovisuales. Y que por otro lado acepta bajo objeto de protección los ensayos y bocetos.

			Pensemos que la mayor parte de las obras, cuando se publican, han sido objeto de modificaciones en el proceso editorial o de producción, es decir, que la obra «terminada», que incluso puede haber sido inscrita en el Registro de la Propiedad Intelectual, normalmente cambia, y no por ello es una obra distinta. Sostener la primera opción supondría crear una inseguridad jurídica para el autor, que dependería en muchos casos de terceros simplemente para que su obra naciera.

			Incluso en el caso de obras no acabadas podemos considerar la existencia de la misma como objeto de protección, ¿o acaso un cuadro de Velázquez que no terminó de pintar, la Sagrada Familia de Barcelona o una novela inacabada quedarían fuera de la protección de la Ley y no tendrían el carácter de obra artística o literaria?

			Por todo ello basta con que la obra esté empezada y, como es lógico, tenga un cierto desarrollo, para que el autor pueda protegerla e incluso inscribirla en el Registro, si lo considera oportuno, para defender sus derechos. Como es lógico, si la obra se termina sería la versión definitiva la que sustituiría la anterior creación parcial.

			
2.2. SUJETOS

			El autor como persona física. El artículo 5 de la LPI señala que se considera autor a la persona natural que crea alguna obra literaria, artística o científica.

			Persona natural es toda persona con el solo requisito de su nacimiento. Desde ese momento se activa la llamada «capacidad jurídica» que supone que ese individuo goza de determinados derechos y obligaciones consagrados por la Constitución y otras leyes.

			Considerar como autor a una persona natural tiene una doble vertiente. Por un lado, excluye aquellas creaciones cuyo origen no está en una persona física, como pueden ser los sonidos de la naturaleza o aquellos que se generan de manera automática por una máquina (por ejemplo el sonido de un vehículo al arrancar4); sin embargo, sí que se incluyen las creaciones efectuadas por una máquina, pero bajo las instrucciones de una persona natural (por ejemplo la música creada con un programa informático).

			Por otro lado, considera como sujeto de derechos de propiedad intelectual a cualquier persona simplemente por existir, independientemente de su edad o capacidad intelectual. Esto puede crear problemas con aquellas personas cuya capacidad no sea plena, por ejemplo, los menores de edad o los incapacitados, que aunque puedan ser considerados como autores, el ejercicio de los derechos corresponderá a los tutores o representantes legales.

			La LPI señala en su artículo 44 que si el menor tiene entre dieciséis y dieciocho años y vive de forma independiente con conocimiento de sus padres o tutores5 o con autorización de la persona o institución que lo tenga a su cargo tendrá plena capacidad para ceder los derechos de explotación sobre las mismas.

			Las personas jurídicas. Pese a que autor solo puede ser una persona natural o física, la Ley permite que las personas jurídicas puedan beneficiarse de los derechos de autor6 o lo ejerciten en determinados casos expresamente previstos, que son los siguientes:

			1.º En el caso de obras anónimas o seudónimas el ejercicio de los derechos corresponderá a la persona natural o jurídica que la saque a la luz con el consentimiento del autor mientras este no revele su identidad.

			2.º En el caso de obras colectivas los derechos corresponderán a la persona física o jurídica que la edite o divulgue.

			3.º En el caso de programas de ordenador tendrá la consideración de autor la persona natural o jurídica que lo haya creado.

			Los colaboradores no autores. En ocasiones hay determinadas personas que colaboran en el proceso de realización de una obra, generalmente por poseer conocimientos técnicos consecuencia de una especialidad profesional. En estos casos nos planteamos hasta qué punto estas personas pueden llegar a ser coautores de la obra.

			Un caso sería el de los productores musicales, que en el proceso de grabación intervienen sobre una obra previa para que se adapte lo más posible al ritmo, estilo o características del artista que la va a interpretar. En estos casos a veces esa mera labor técnica es tan importante que el productor puede llegar a ser considerado como autor (lógicamente, con el permiso del autor de la obra original).

			No tendrían la condición de autores, o más bien de coautores, aquellas personas que encargan una obra y dan al autor instrucciones sobre cómo ha de efectuarse («ya que voy a pagar, le digo cómo quiero que sea»). Esto es muy habitual en obras de arquitectura, donde el comitente indica al arquitecto cómo quiere que sea su futura casa, aunque se puede extender, en general, a todas las obras plásticas. En muchas ocasiones, una vez acabada la obra, y, generalmente, con la excusa de no pagar la factura, se suele decir: «¡Pero si lo he hecho yo todo!», pretendiendo ser un cuasi coautor de la obra. En estos casos la jurisprudencia ha dejado claro que un encargo de obra con instrucciones no puede privar a dicha obra de su carácter original ni al autor los derechos sobre la misma.

			El autor asalariado. La Ley de Propiedad Intelectual configura un sistema específico para las obras creadas por trabajadores asalariados, es decir, aquellas personas físicas que desarrollan su labor creativa intelectual en el seno de una empresa que no es de su propiedad, por la que cobra una nómina y bajo las órdenes del empresario.

			Normalmente el autor asalariado suele darse en determinadas empresas como las de programas informáticos, las agencias de publicidad, las editoriales y las empresas periodísticas.

			Un lugar donde se suelen reflejar las condiciones relativas a las creaciones intelectuales son en documentos anexos al contrato de trabajo o directamente en el convenio colectivo, como suele suceder, por ejemplo, con los periodistas.

			Según el artículo 51 de la LPI la transmisión al empresario de los derechos de explotación de la obra creada en virtud de una relación laboral se regirá, en primer lugar, por lo pactado en el contrato o en algún otro documento que, en cualquier caso, habrá de realizarse por escrito.

			A falta de pacto escrito (lo que sucede en la mayor parte de las ocasiones), se presumirá que los derechos de explotación han sido cedidos en exclusiva al empresario siempre y cuando se den los siguientes requisitos:

			1.º Que la obra creada tenga que ver con el ejercicio de la actividad habitual del empresario en el momento de su entrega. Es decir, si el autor trabaja en una empresa de informática la creación, por ejemplo, de una escultura quedaría excluida.

			2.º Que el empresario no utilice la obra o disponga de ella para un sentido o fines diferentes de la relación laboral.

			En materia específica de los programas de ordenador la Ley señala que cuando un trabajador asalariado cree un programa de ordenador, en el ejercicio de las funciones que le han sido confiadas o siguiendo las instrucciones de su empresario, la titularidad de los derechos de explotación correspondientes al programa de ordenador así creado, tanto el programa fuente como el programa objeto, corresponderán exclusivamente al empresario, salvo pacto en contrario.

			Los problemas, no obstante, suelen surgir con autores que no están directamente bajo la tutela laboral de la empresa. Es el caso de los autónomos, freelance, colaboradores, etc. Aquí el alcance de las cesiones es siempre una situación compleja, que se agrava por la ausencia, en muchas ocasiones, de documentos escritos de cesión de derechos.

			En cuanto a los derechos morales, estos le seguirán perteneciendo siempre al autor asalariado, aunque su ejercicio, como es lógico, no podrá hacerse contraviniendo las normas de buena fe de la relación laboral, por ejemplo negándose el autor a la divulgación de la obra.

			Respecto al tiempo de duración de la cesión de los derechos, nos planteamos el alcance temporal si nada se ha pactado. La Ley tampoco menciona nada al respecto, por lo que, en primer lugar, habremos de desechar las cesiones «para siempre», teniendo en cuenta que la Ley prohíbe las cesiones indefinidas.

			RODRÍGUEZ TAPIA7 se inclina por aplicar las normas recogidas en el Estatuto de los Trabajadores señalando que el plazo de la cesión abarca todo el tiempo de duración del contrato de trabajo más dos años o seis meses8 posteriores a su extinción por pacto de no concurrencia. No obstante, para que esto sea viable, sería necesario un pacto expreso de no concurrencia en el que se acredite que el empresario tenga un efectivo interés industrial o comercial en ello, y que se satisfaga al trabajador una compensación económica adecuada.

			Otros piensan que ha de aplicarse el plazo de cinco años que la LPI estima como supletorio a falta de pactos.

			Otra tercera opción sería la de estimar que la cesión se produce únicamente por el plazo de la relación laboral. Extinguida esta, el autor recuperaría los derechos sobre la obra, quedando a salvo los posibles problemas de competencia desleal. En apoyo a esta tesis podemos citar, por ejemplo, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Asturias de 10 de octubre de 20069, que señala que aunque el artículo 51 de la LPI no ha tenido una interpretación unívoca, parece razonable el criterio de que, como regla general, la duración de la cesión debe ser la misma que la del contrato, aunque puedan existir situaciones de excepción que aconsejen otra cosa.

			Recordemos que lo dicho anteriormente es a falta de un pacto específico, en el que se puede estipular un plazo mucho mayor de cesión.

			Autores en el ámbito científico y de la investigación. Especial consideración requieren aquellas personas que no tienen la condición de «asalariado» al formar parte de organizaciones o instituciones como becarios o personal investigador.

			Aunque cada organización puede tener sus propias normas específicas, hay que tener siempre en cuenta la Ley 14/2011, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, que señala que el personal investigador que preste servicios en Universidades públicas, en Organismos Públicos de Investigación de la Administración General del Estado o en Organismos de Investigación de otras Administraciones Públicas tendrá derecho a ser reconocido y amparado en la autoría o coautoría de los trabajos de carácter científico en los que participe, determinando libremente los métodos de resolución de problemas, dentro del marco de las prácticas y los principios éticos reconocidos y de la normativa aplicable sobre propiedad intelectual.

			Sin embargo, la Ley 2/2011 de Economía Sostenible, señalaba respecto al personal investigador de Universidades públicas y de Organismos Públicos de Investigación, independientemente de la naturaleza de la relación jurídica de la vinculación con las mismas, que los derechos económicos de propiedad intelectual corresponderán a las entidades en las que el autor haya desarrollado una relación de servicios, remitiéndose a la Ley de Propiedad Intelectual y a otras disposiciones administrativas para articular contractualmente la cesión.

			Dadas las especiales relaciones de tipo profesional, jerárquico y de incertidumbre que se dan en centros de investigación y en la Universidad en general, no son pocos los problemas que existen a la hora de atribuirse la titularidad de obras en las que han participado varias personas o que han sido «dirigidas» por otras.

			Así, por ejemplo, la Sentencia del Juzgado de lo Mercantil n.º 1 de Valencia de 27 de febrero del 2015 trató el caso de una becaria de investigación que habiendo trabajado en un proyecto de investigación con más personas publicó un artículo con los resultados del mismo y en calidad de autora en una prestigiosa revista científica internacional. Los antiguos directores del proyecto la demandaron por competencia desleal. El juez manifestó que la colaboración entre investigadores no puede irrogar, sin más, derecho a la autoría por parte de aquellos distintos de quien finalmente alumbra la obra, y que en ningún caso se habían establecido pactos para mantener el secreto de las investigaciones. Los demandantes solo podrían exigir, en su caso, vulneración del derecho de cita en el caso de no haberles citado por trabajos publicados por ellos previamente. Y la reciente STS de 16 de enero de 2020 condenó a un profesor universitario por haber escrito un artículo en el que reproducía, sin permiso, textos de un trabajo universitario que él había dirigido, pero que había escrito el alumno.

			Por el contrario, la Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de diciembre de 2012 condenó por plagio a un catedrático que había sido director de una tesis doctoral por reproducirla por su cuenta en otra publicación, desestimando su argumentación en el sentido de que la tesis doctoral había sido elaborada basándose en un trabajo anterior del director de la tesis.

			En materia universitaria el Real Decreto 1791/2010, por el que se aprueba el Estatuto del Estudiante Universitario, de aplicación en todas las universidades españolas, señala que los estudiantes universitarios tienen derecho al reconocimiento de la autoría de los trabajos elaborados durante sus estudios y a la protección de la propiedad intelectual de los mismos. En concreto, los estudiantes de grado tienen derecho a contar con el reconocimiento y protección de la propiedad intelectual del trabajo de fin de grado y de los trabajos previos de investigación en los términos que se establecen en la legislación vigente sobre la materia. Lo mismo sucede con los estudiantes de máster respecto a sus trabajos de fin de máster y los previos de investigación.

			En el caso de los estudiantes de doctorado se reconocen expresamente los derechos de propiedad intelectual sobre la tesis doctoral y de los trabajos previos.

			Y para que las cosas queden completamente claras, el Real Decreto señala que los trabajos que hayan sido entregados a los tutores o profesores no podrán ser usados por estos para finalidades distintas de las académicas, y su publicación y reproducción habrá de contar con la autorización del autor.

			
2.3. CUANDO HAY VARIOS AUTORES

			Una de las mayores fuentes de problemas en la propiedad intelectual se da cuando una obra está creada por más de un autor. Aunque al principio todos los coautores se lleven muy bien, tarde o temprano diferencias económicas o problemas afectivos pueden hacer que la relación termine mal. Es entonces cuando se oyen cosas como: «Yo he hecho más y tú menos», «Habíamos quedado en que yo me llevaba un 60 por 100 de los beneficios y tú un 40», «En el fondo yo he sido el titular de la idea y tú solo me has ayudado con los dibujos», «Ahora me enfado con el resto de los autores y boicoteo la explotación de la obra», «El autor se ha muerto y hay que lidiar con su viuda heredera de los derechos y no nos llevamos bien con ella» [...].

			Todos estos asuntos pueden viciar la normal explotación de la obra y nunca hemos de olvidar que el creador de WhatsApp vendió la aplicación a los pocos años por 19.000 millones de dólares, por lo que cualquier idea que germina en un ámbito colaborativo y casi como un hobby puede convertirse al poco tiempo en una fuente increíble de ingresos económicos.

			En primer lugar, hay que partir de la base de que una obra en la que intervienen dos o más autores puede ser calificada como «obra en colaboración» (más comúnmente llamada «coautoría») u «obra colectiva». Las consecuencias entre una opción u otra son abismales y lo peor es que, a veces, es difícil ver cuándo estamos en una u otra situación. La Ley tampoco ayuda con una regulación un poco confusa y llena de contradicciones.

			Obra en colaboración o coautoría. Está recogida en el artículo 7 de la LPI y tiene los siguientes elementos característicos:

			1.º Ha de ser el resultado unitario de la colaboración de varios autores, los cuales se encuentran en un plano de igualdad. Ello no significa que todos hagan aportaciones idénticas a la obra (por ejemplo, uno hace los textos y otro las ilustraciones, o uno hace los capítulos 1 al 5 y otro del 6 al 15).

			2.º El ejercicio de los derechos les corresponden a todos ellos.

			3.º Para divulgar y modificar la obra se requiere el consentimiento de todos los coautores. En defecto de acuerdo, el Juez resolverá.

			4.º Una vez divulgada la obra, ningún coautor puede rehusar injustificadamente su consentimiento para su explotación en la forma en que se divulgó.

			5.º A reserva de lo pactado entre los coautores de la obra, estos podrán explotar separadamente sus aportaciones, salvo que causen perjuicio a la explotación común.

			6.º Los derechos corresponden a todos los autores en la proporción que ellos determinen. Si no se dice nada, se aplicarán a estas obras las reglas establecidas en el Código Civil para la comunidad de bienes, es decir, que a falta de determinación se dividen los porcentajes por igual.

			7.º Cualquiera de los coautores podrá ejercitar la defensa de los derechos de propiedad intelectual sobre la obra.

			8.º Los derechos durarán toda la vida de los coautores y setenta años desde la muerte o declaración de fallecimiento del último coautor superviviente.

			Como hemos señalado al hablar de los colaboradores no autores los tribunales tienen la tendencia a sentenciar que no toda obra por el hecho de intervenir varias personas es una obra en colaboración en los términos y con las consecuencias que establece el artículo 7 de la LPI; ya que, para que se alcance tal denominación, se necesita que las aportaciones de los ayudantes posean una entidad bastante para considerarles coautores de una obra amparada por la LPI. (Por ejemplo, SSTS de 11 de julio de 200010 o de 24 de junio de 200411).

			Hay determinadas obras que por su propia naturaleza intervienen varios autores, como las obras audiovisuales (guionistas, compositores, directores, etc.,) y aunque a primera vista pudiera entenderse que una obra audiovisual es el prototipo de obra coordinada y gestionada por productores, sin embargo, la Ley califica expresamente a las obras cinematográficas y audiovisuales como obras en colaboración.

			En el mundo actual de la música también se han generalizado las obras en colaboración. Históricamente el compositor era el autor de la música y de la letra, siendo la mayor parte de las obras de un único autor. A veces existían compositores de música y letristas, que según la práctica general de la industria musical se repartían los derechos al 50 por 100. Pero hoy en día el número de autores ha aumentado considerablemente. A veces porque las propias discográficas imponen que el artista tenga un porcentaje como autor (no es porque velen por los derechos del artista, sino más bien porque este, a quien consideran «de su propiedad» les ha cedido los derechos y así pueden controlar más la sección autorial). Otras veces en los ritmos como el rap, trap, hip-hop, etc., se nutren de los llamados «tracks» que son efectos sonoros, ritmos e instrumentaciones que también tienen autores que quieren entrar como coautores de la obra.

			Desde un punto de vista práctico en el caso de coautorías es conveniente que los coautores redacten un documento especificando cuál va a ser el régimen de su aportación, menciones en el copyright, sistema de mayorías, aportaciones y reparto de derechos, etc.

			Obra colectiva. Igualmente intervienen varios autores que aportan sus creaciones originales, pero tienen las siguientes características diferenciadoras, según el artículo 8 de la LPI:

			1.ª La obra es creada por la iniciativa y bajo la coordinación de una persona natural o jurídica que la edita y divulga bajo su nombre. La iniciativa no es equivalente con una mera ideación, sino que está conectada con la idea de decisión, resolución o impulso para la materialización de un proyecto, aportando los recursos necesarios para ello, es decir, con una actividad económica y empresarial.

			Además, es perfectamente posible el nacimiento de una obra colectiva fruto de una relación laboral, acumulándose por tanto las características de la obra colectiva y la creada por el autor (en este caso, autores) asalariado, como señala la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 19 de febrero de 2016.

			2.ª Está constituida por la reunión de aportaciones de diferentes autores cuya contribución personal se funde en una creación única y autónoma, para la cual haya sido concebida sin que sea posible atribuir separadamente a cualquiera de ellos un derecho sobre el conjunto de la obra realizada. En este caso, como ya señaló el Tribunal Supremo en su Sentencia de 11 de julio de 2000, la aportación de cada autor al resultado final ha de tener entidad suficiente como para mostrarse como piezas necesarias, y en algún sentido equiparables, por su carácter decisivo, en el conjunto, para que no puedan confundirse con meras colaboraciones o actos de ejecución del proyecto.

			3.ª Salvo pacto en contrario, los derechos sobre la obra colectiva corresponderán a la persona que la edite y divulgue bajo su nombre.

			4.ª Los derechos de explotación sobre las obras colectivas durarán setenta años desde la divulgación lícita de la obra protegida.

			5.ª No obstante, si las personas naturales que hayan creado la obra son identificadas como autores en las versiones de la misma que se hagan accesibles al público, se contarán los setenta años desde el fallecimiento del autor.

			Algunas obras tradicionalmente se han considerado como colectivas, como los diccionarios o enciclopedias; sin embargo, diferenciar una obra en colaboración de una colectiva tiene una importancia extraordinaria en relación a los derechos de los intervinientes. Como es lógico, desde un punto de vista de los autores, la obra en colaboración tiene más ventajas que la colectiva. No es lo mismo disfrutar de los derechos hasta setenta años después del fallecimiento del autor que «perderlos» desde un primer momento a favor del editor, productor o empresario que las va a explotar, por lo que son relativamente frecuentes los procedimientos judiciales en los que el adquirente de los derechos intenta «forzar» la denominación de la obra como colectiva. Por ello la recomendación para los titulares de derechos sobre obras colectivas es que documenten tal extremo a través de los contratos con los autores colaboradores.

			La Sentencia del Juzgado de lo Mercantil n.º 6 de Madrid, de 13 de mayo de 2009, señaló que un periódico es una obra colectiva, y que los únicos titulares de sus derechos son los editores de modo originario, no los periodistas, los cuales ceden, autorizan y consienten la inclusión de sus aportaciones individuales en la obra colectiva.

			Un último problema que nos encontramos en relación con las obras colectivas es el relativo a la atribución de los derechos morales sobre las mismas. Está claro que los derechos patrimoniales le pertenecen a quien coordina, financia, edita y divulga, que suele ser una persona jurídica (editor o productor), pero respecto a los morales hay diferencia de opiniones. Algunos autores, como BERCOVITZ, señalan que no hay inconveniente en atribuir también los derechos morales a la persona jurídica. Otros señalan que una persona jurídica no puede ser técnicamente autor, pues esta condición está reservada a las personas naturales o físicas, con lo que solo éstas podrían tener la titularidad de los derechos morales.

			Los tribunales han señalado que los colaboradores de la obra colectiva, en cualquier caso, conservarán los derechos morales respecto a sus aportaciones (por ejemplo, Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 13 de diciembre de 2004) y que la posibilidad de disfrutar de la titularidad de los derechos sobre la obra no significa que la persona jurídica tenga la condición de autor sobre la misma, ya que esta solo puede corresponder a la persona o personas naturales que las han creado (Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 10 de junio de 2009).

			De todo ello podemos sacar como consecuencia que si bien algunos derechos morales, como el de divulgación, podemos entender que están bajo el control del editor o productor, otros, como el derecho de paternidad, pertenecerían al autor, por lo que sería conveniente efectuar una relación de los colaboradores de la obra en las páginas de créditos, aunque sin necesidad de efectuar asignaciones concretas sobre sus aportaciones (cosa que, en muchos casos, será imposible por la naturaleza de la obra).

			
2.4. OBJETO

			No toda creación humana es considerada necesariamente como una obra sujeta a los derechos de autor. Para entrar en el ámbito protector de la propiedad intelectual se necesitan los requisitos de originalidad y expresión exterior.

			Originalidad. El artículo 10 de la LPI señala que son objeto de propiedad intelectual todas las creaciones «originales». El problema es que la Ley no especifica qué podemos entender como original.

			Según el Diccionario de la Real Academia Española originalidad significa: «Dicho de una obra científica, artística, literaria o de cualquier otro género: Que resulta de la inventiva de su autor.» Señalando también «que tiene, en sí o en sus obras o comportamiento, carácter de novedad».

			En España son los tribunales los que han ido perfilando el concepto de originalidad, aunque sin unos criterios completamente claros y, en definitiva, es cada Juez quien puede decidir si una obra es o no original dependiendo «del criterio aplicado de las circunstancias fácticas del caso» como señala el Auto del Tribunal Supremo de 2019, incluso aunque exista en el procedimiento un informe pericial que se manifieste en sentido contrario, lo cual no deja de ser extremadamente peligroso y aleatorio.

			Tradicionalmente se señalaba que el requisito de «originalidad» había de entenderse en dos sentidos diferentes: subjetivo y objetivo. En sentido subjetivo se entendía que la obra era original cuando reflejaba la personalidad del autor, mientras que desde el punto de vista objetivo consideraba la «originalidad» como «novedad objetiva». Sin embargo, la Sentencia de 24 de junio de 200412 señaló que la originalidad consistía en haber creado algo nuevo, que no existía anteriormente; es decir, la creación que aporta y constituye una novedad objetiva frente a cualquier otra preexistente, siendo original la creación novedosa, y esa novedad objetiva es la que determina su reconocimiento como obra y la protección por la propiedad intelectual que se atribuye sobre ella a su creador.

			En algunas ocasiones la extensión de la originalidad a ciertas «obras» ha llegado a extremos bastante generosos (por ejemplo, al admitir anuncios de ofertas de empleo), sin embargo en la mayor parte de las ocasiones se aplica un criterio excesivamente restrictivo por parte de los jueces basándose en que a su criterio una obra no tiene la suficiente altura creativa.

			En realidad no hay motivo para rechazar de la propiedad intelectual a las obras menores cuyo extremo serían, por ejemplo, determinadas sintonías acompañadas de voz fundamentalmente en el ámbito publicitario como I´m lovin’ it de McDonald’s, o la sintonía de Intel Inside (los llamados jingles) o el conocido «leitmotiv» de una obra audiovisual.

			Lo que sí parece claro es que no son protegibles las ideas relativas a lugares comunes o tópicos casi inevitables en cierto tipo de películas (dos personas que se enamoran, un hijo secreto, una cuñada malísima que destroza a una familia, un bombero heroico...), pero tampoco aquellos hechos históricos que dan lugar a novelas y películas cuyo contenido necesariamente ha de ser similar, como el ataque de Pearl Harbour, la muerte de Kennedy, la Guerra Civil española, la vida de un personaje famoso. Otra cosa son las obras que se «parecen» demasiado a otras anteriores, que en el mundo de la música lo denominan «sound-a-like» y que no significa necesariamente que haya habido un plagio, sino, simplemente, una escasa creatividad. Así, por ejemplo, en el estreno de la película Avatar muchos espectadores, preguntados sobre su impresión respecto a la película, manifestaron que era una versión futurista de... ¡Pocahontas!

			Distintas son las obras «sound-like» en las que un compositor, normalmente por encargo, crea una obra nueva pero que se basa y parece mucho a otra conocida, por ejemplo fijándose en la banda sonora de Star Wars compuesta por John Williams se encarga a un compositor que cree una obra del mismo estilo para otra película de temática similar (aunque la música del compositor norteamericano haya sido acusada a su vez de parecerse demasiado a la de otros compositores como Prokofiev, Stravinski o Wagner).

			Y, siguiendo en el siempre complicado mundo audiovisual, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 8 de abril de 2011 estudió un caso interesante en el que un guionista demandó a una productora debido a que una película cinematográfica tenía un guion demasiado parecido al guion que él había efectuado con anterioridad. Para probarlo aportaba diversos informes periciales que avalaban la coincidencia, aunque los guiones no eran exactamente iguales, lo cual es una de las características del plagio. La Sentencia, pese a manifestar que no resultaban protegibles las ideas argumentales, señaló que efectivamente la línea argumental del demandante se había incorporado a la de la obra del demandado, aunque esta última fuese enriquecida con otros matices, lo cual no podía ser fruto de una mera casualidad, sino más bien de un plagio, «aunque no sea literal ni total, siendo suficiente con que la obra ajena haya resultado incorporada a la de la parte demandada en lo sustancial», señalaba la Sentencia. Finalmente dio la razón al guionista condenando a la demandada a una importante indemnización de daños y perjuicios.

			Sin embargo, en la demanda contra la popular artista Shakira por la paternidad de la canción «La Bicicleta», la cantante colombiana fue absuelta ya que el ritmo de la canción se trataba de un ritmo popular colombiano (el vallenato) y en cuanto a la letra de la obra la frase «Yo te quiero, yo te quiero tanto» en comparación con «Que te sueño y que te quiero tanto» son expresiones comunes y «Las similitudes en fragmentos o en parte de estribillo de la pieza, salvo que sean especialmente originales, no ocasionan la sanción civil o penal» (Sentencia del Juzgado de lo Mercantil n.º 12 de Madrid de 14 de mayo de 2019).

			En realidad la importancia de la originalidad no radica en la originalidad en sí misma, sino en constituir la vía de acceso hacia el otorgamiento de unos derechos exclusivos que impidan usos no autorizados de las obras o la usurpación de la autoría en forma de plagio.

			Expresión exterior. Es el segundo gran requisito después de la originalidad, señalando la Ley de Propiedad intelectual, en su artículo 10, que son objeto de la propiedad intelectual todas las creaciones originales literarias, artísticas o científicas expresadas por cualquier medio o soporte, tangible o intangible, actualmente conocido o que se invente en el futuro, es decir, que toda obra, para que pueda nacer, se ha de expresar necesariamente de un modo externo.

			Las ideas, como meras elucubraciones del pensamiento, no son protegibles. Tararear una canción mentalmente o pensar en un argumento para una película cinematográfica no tiene trascendencia a efectos legales a menos que esa canción se vea plasmada en una partitura (o la grabemos interpretándola) o esa idea argumental no se materialice en un guión. Por tanto para que pueda gozar de dicha protección es necesario que la idea como tal se haya plasmado de forma relativamente estructurada en algún medio de expresión formal, pudiendo afirmarse que más que las ideas en sí, lo que protege la Ley de Propiedad Intelectual es la expresión de las ideas del autor.

			Algunas obras cumplen con este requisito de una manera clara, como, por ejemplo, las obras plásticas. Otras, como las literarias, también dispondrán de documento contenido en un soporte, como puede ser un libro escrito, incluso, en un archivo informático. Sin embargo, determinadas creaciones, como por ejemplo las artes escénicas, una vez que se han representado, se evaporan, de ahí la necesidad de grabarlas previamente (fijarlas en el lenguaje que emplea la Ley) para así asegurarnos una adecuada protección.

			El medio o soporte es irrelevante, siempre que pueda ser percibido por los sentidos, porque la Ley señala de un modo genérico que la obra podrá ser expresada por cualquier medio o soporte, tangible o intangible, actualmente conocido o que se invente en el futuro, por lo que los contenidos volcados directamente en Internet gozarán de tal requisito.

			Listado legal. La Ley, en su artículo 10, señala que son objeto de propiedad intelectual todas las creaciones originales literarias, artísticas o científicas expresadas por cualquier medio o soporte, tangible o intangible, actualmente conocido o que se invente en el futuro, comprendiéndose entre ellas:

			a) Los libros, folletos, impresos, epistolarios, escritos, discursos y alocuciones, conferencias, informes forenses, explicaciones de cátedra y cualesquiera otras obras de la misma naturaleza.

			b) Las composiciones musicales, con o sin letra.

			c) Las obras dramáticas y dramático-musicales, las coreografías, las pantomimas y, en general, las obras teatrales.

			d) Las obras cinematográficas y cualesquiera otras obras audiovisuales.

			e) Las esculturas y las obras de pintura, dibujo, grabado, litografía y las historietas gráficas, tebeos o comics, así como sus ensayos o bocetos y las demás obras plásticas, sean o no aplicadas.

			f) Los proyectos, planos, maquetas y diseños de obras arquitectónicas y de ingeniería.

			g) Los gráficos, mapas y diseños relativos a la topografía, la geografía y, en general, a la ciencia.

			h) Las obras fotográficas y las expresadas por procedimiento análogo a la fotografía.

			i) Los programas de ordenador.

			Cuando la LPI, al enumerar las obras, señala «comprendiéndose entre ellas» significa que no solo las relacionadas en el artículo 10 pueden llegar a ser obras protegidas, dejándose la puerta abierta a otro tipo de obras, siempre y cuando tengan el requisito de la originalidad y medio de expresión formal (por ejemplo, un tatuaje o un grafiti)

			También protege el título de una obra como parte integrante de la misma aunque, al igual que la propia obra, ha de estar revestido de «originalidad». Eso dejaría fuera títulos como, por ejemplo, el analizado de Titanic o la canción de Queen «Bohemian Rhapsody» (1975), que luego fue el título de una película cinematográfica (2018). La consecuencia fundamental de que un título sea o no objeto de la protección radica en su posible explotación a través de merchandising y de secuelas de la obra, que quedaría cercenada en aquellos títulos genéricos. No obstante, no hay que olvidar que el título también puede ser registrado como signo distintivo, con la consecuente protección de la propiedad industrial.
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